Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación de la Federación Uruguaya de la Salud) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el gusto de recibir a la delegación de la Federación Uruguaya de la Salud, y con mucho gusto les 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR BERMUDEZ.- En mi calidad de Secretario General, concurro en representación de la Federación Uruguaya de la Salud, y 
me acompañan las señoras Olga Sosa, Secretaria de la Federación Uruguaya de la Salud, y María Isabel Varela, quien también es 
Secretaria de la FUS. 


Agradecemos a los integrantes de esta Comisión por habernos recibido, y adelantamos que nuestra presencia en este ámbito se 
vincula a una problemática del sector que lamentablemente continúa sin dilucidarse. 


Los señores Senadores saben que la Federación Uruguaya de la Salud ha realizado grandes esfuerzos para tratar de superar la 
crisis del sector mutual, que en los últimos cinco años ha cobrado 3.000 puestos de trabajo y el cierre de cuatro instituciones: 
CEMECO, COMAEC, Uruguay-España y MIDU. A su vez, en el último año, 85.000 uruguayos han perdido la cobertura mutual, de 
los cuales 50.000 son usuarios en Montevideo, y los restantes 35.000, en el interior del país. 


La deuda global del sector, con diversos acreedores es de casi U$S 340:000.000. En ese sentido, la Federación Uruguaya de la 
Salud, el día 4 de abril del presente año, firmó un documento dando origen a la llamada Comisión Multisectorial, integrada por los 
Ministerios de Salud Pública, de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social y por las Cámaras empresariales del sector, 
además del Sindicato Médico del Uruguay. En esa oportunidad se establecieron diferentes mecanismos con el fin de intentar 
superar la crisis del sector, tanto desde el punto de vista de los cambios de fondo en el modelo asistencial y en el modelo de 
gestión de las empresas, como en lo referido a la racionalización de los gastos en tecnología, medicamentos, etcétera. Asimismo, 
se fijaron mecanismos que establecían procesos de absorción de estas instituciones para evitar su cierre. Para el caso de aquellas 
que sí cerraron, como sucedió con COMAEC y MIDU, se resolvió distribuir a los trabajadores de estas instituciones, en función de 
los afiliados que captaran las demás instituciones del sector. 


Entonces, a grandes rasgos, debo decir que este acuerdo apenas está funcionando en lo que hace a los trabajadores de COMAEC, 
puesto que los de MIDU optaron por una negociación propia a través del CASMU, tema sobre el que hablarán con mayor 
profundidad las señoras que me acompañan. 


Como se puede apreciar, la situación del sector, lejos de superarse, se complica, ya que en la actualidad hay planteos sistemáticos 
de rebaja salarial en varias instituciones, lo que lleva a la pérdida de puestos de trabajo. 


La modalidad de la rebaja salarial ha pasado a ser el planteo de muchas instituciones como forma de equilibrar los pasivos para 
acceder al préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo, préstamo-país que asciende a casi U$S 350:000.000 y cuya primera 
parte es de U$S 75:000.000 para las instituciones de Montevideo; tiene como objetivo reperfilar las deudas, pagar parte de los 
pasivos y pasar los pasivos de corto plazo -que son los que de forma más inmediata agobian a las instituciones- a largo plazo. 


Con respecto a este tema, en la Multisectorial planteamos que esos dineros tienen que llegar asociados a los cambios de modelo 
asistencial y del sistema mutual para evitar que esto que paga el conjunto de la sociedad caiga en saco roto. Intentamos que sea 
dinero para lograr el cambio y no para alimentar más de lo mismo. 


Reitero que los planteos de rebaja salarial son sistemáticos en muchas instituciones, y no debemos olvidar que nuestra Federación, 
entre otras cosas, propuso topear los salarios del sector en dos canastas básicas familiares por todo concepto. Esto implica algo 
así como $ 37.000. Sin embargo, como muestra de la inequidad e ineficiencia con que muchas veces se manejan los recursos, 
existen salarios de U$S 25.000 mensuales. Existe un grupo muy reducido, compuesto por el 3,5% del total del personal ocupado, 
que percibe el 18% del total de la masa salarial. En este núcleo tan pequeño conformado por médicos, cirujanos, anestesistas, 
gerentes y administradores de las instituciones, tenemos salarios promediales de $ 70.000 por mes, que son cobrados por 
alrededor de 700 personas. No debemos olvidar que los diez salarios más altos del sector se ubican entre los $ 190.000 y los $ 
470.000. 


Con todo lo expuesto simplemente intenté hacer una breve síntesis de lo que ya hemos comentado en sesiones anteriores, 
panorama que no ha cambiado sino que es aún más complejo. A todo esto se agregan dos elementos. La FUS es uno de los tres 
sectores de la actividad privada que tiene convenio colectivo establecido a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en lo 
que se llama el Grupo 40 de los Servicios Médicos y Anexos. Recordemos que este Convenio se renovó por seis meses el 1* de 
enero de 2001 hasta el 1? de julio del mismo año. 


El objetivo era lograr en ese plazo -como nos encontrábamos en medio de la discusión de la Multisectorial- medidas de fondo para 
la situación del sector, y posteriormente discutir un convenio a largo plazo. Lamentablemente esto último no se pudo concretar 
porque no hubo acuerdo entre las partes, ya que se condicionó la existencia de un convenio a largo plazo a la flexibilización de las 
condiciones laborales, y nosotros entendimos que no estaban dadas las condiciones, sobre todo porque no había estabilidad en el 
sector. A su vez, el Ministerio de Economía y Finanzas sólo nos permitía firmar un convenio a dos años, donde lo único que nos 
daba era el 90% de la inflación pasada, sin ninguna cláusula de mantenimiento salarial y sin ninguna cláusula que pusiera nuestro 
salario a resguardo de posibles variaciones inflacionarias. 


Todos sabemos que la situación del país y de la región nos indica que está lejos de alcanzarse la estabilidad desde el punto de 
vista económico. Opiniones más, opiniones menos, está costando mucho a la Administración mantener las pautas en materia 
inflacionaria, e incluso algunas se están yendo de las manos. Por eso entendimos que con esto solo no alcanzaba. 


En medio de esta negociación, el día 1% de julio se produce un 2,93% de aumento de la cuota. ¿Qué sucede allí? La llamada 
paramétrica, que marca el peso de la cuota mutual se compone, básicamente, de cuatro precios: el salario médico, el no médico, el 
dólar comercial y el índice de precios mayorista. También cabe destacar que el Convenio del sector médico va hasta diciembre de 
este año. En cuanto al aumento de cuota, por decreto del Ministerio de Economía y Finanzas se establece que un porcentaje 
corresponde al incremento de los salarios, y en la paramétrica hay un 0,66% que en nuestro salario se refleja como un 1,8%, lo que 
aproximadamente asciende a la suma de $ 150 de aumento salarial por trabajador. Sin embargo las instituciones se niegan a dar 
ese aumento porque aducen que no hay ningún decreto del Poder Ejecutivo que los obligue a ello. Por su parte, el Poder Ejecutivo 
se niega a decretar y dice que esto debe quedar librado a la negociación de las partes; como no hubo acuerdo, no hay decreto. 
Además, agrega que sería una mala señal política promover el aumento salarial por decreto tratándose de un sector que está en 
crisis. 


El hecho concreto es que hay un acta, firmada el 4 de setiembre de 2001 —cuya copia vamos a dejar a la Comisión-, donde constan 
las propuestas de las partes. Solamente a título informativo voy a referirme a alguno de los puntos del planteo del Poder Ejecutivo: 
"a) Aumento salarial: Se acuerda un aumento de salarios del 1,8% a partir del 1* de julio de 2001, para los funcionarios no médicos. 
b) Creación de una Comisión que estudiará un convenio a largo plazo, así como condiciones de trabajo del personal no médico de 
acuerdo a propuestas presentadas por las partes. El plazo de la misma no excederá del 31 de octubre de 2001". 


Como se ve, incluso desde el punto de vista de la propia negociación, la Federación Uruguaya de la Salud no se niega a discutir la 
situación de las condiciones laborales en el marco de una Comisión, pero el hecho concreto es que los trabajadores del sector de la 
salud privada estamos sin convenio colectivo en general y sin aumento salarial, a pesar de que éste está contenido en el aumento 
de cuotas que se cobró a la población. 


Con respecto a este tema, la Federación tiene dos posiciones: por un lado, pretendemos que las instituciones den el aumento 
incluido en el incremento de la cuota, porque tienen recursos suficientes para hacerlo; de lo contrario, el Gobierno debería sacar un 
decreto que obligue a las instituciones a devolver parte de ese aumento de la cuota —que correspondería al incremento de salario- 
que le cobró a la población. Ninguna de estas situaciones se ha dado todavía, a pesar de que la FUS ha reclamado pacientemente 
y ha pasado por diversas instancias. 


De todas formas, dentro de unos días se va a expedir el cuerpo de abogados del PIT-CNT con respecto a la pertinencia de realizar 
una denuncia penal a las instituciones del sector, por apropiación indebida. 


Por otra parte, hay un proyecto de ley del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que lleva la firma del ingeniero Federico Bosch, 
que habla de la exoneración de la cuota mutual para una serie de personas comprendidas en este decreto. Entendemos que hay 
dos o tres aspectos que podríamos llamar difíciles y que se trata de una norma absolutamente contrapuesta al fortalecimiento del 
sistema mutual, que el Poder Ejecutivo pretende a través del Ministerio de Salud Pública. Allí se habla, por ejemplo, de 
"trabajadores eventuales, temporarios, zafrales o a la orden que se desempeñen con menos de trece jornadas o ciento cuatro 
horas mensuales, siempre que mediare acuerdo de partes", por supuesto que con la parte empleadora. Entonces, el trabajador 
renuncia a la afiliación a una institución de asistencia médica colectiva y adquiere automáticamente el derecho a la asistencia 
gratuita a través de los servicios que presta el Ministerio de Salud Pública. Además, queda exento del pago de aporte personal al 
seguro social por enfermedad. 


En el artículo 4% se dice: "Sin perjuicio de lo dispuesto por los artículos anteriores, todo trabajador dependiente no transitorio, 
eventual o temporal que compute en el mes de ingreso a una empresa menos de trece jornadas ó 104 horas trabajadas en dicho 
mes, tendrá derecho de afiliación a una Institución de Asistencia Médica Colectiva a partir del primer día del mes siguiente al de su 
ingreso". Esto quiere decir que el trabajador, contrariamente a lo que sucede ahora donde tiene derecho a afiliarse en el momento 
de ingresar a una actividad concreta, durante un mes no contará con cobertura de ningún tipo. Consideramos que esto es algo 
sumamente delicado y, entre otras cosas, precariza aún más la relación laboral en nuestro país; tampoco creemos que genere el 
fomento del empleo, sino que estimulará a los propios empleadores a contratar mano de obra temporaria. Esto golpea fuertemente 
los derechos laborales de los trabajadores. 


SEÑORA VARELA.- Deseo agradecer a la Comisión por habernos recibido y quisiera agregar algo a lo que se ha dicho acerca de 
estos tres grandes temas. 


Como los señores Senadores sabrán, en nuestro país la salud privada atiende aproximadamente a la mitad de los ciudadanos y la 
otra mitad es asistida por Salud Pública. Con respecto al último tema mencionado, que tiene que ver con los trabajadores 
eventuales o zafrales, hay que ser realistas en cuanto a la asistencia que se brinda por parte de los entes públicos, ya que es muy 
escasa. Es evidente que si al día de hoy no se puede asistir a un poco más de un millón y medio de ciudadanos, será muy difícil 
creer que aumentando la cantidad de personas que debe atender, se pueda mejorar el sistema público sanitario. 


La idea que se discutió en la Comisión Multisectorial, en los acuerdos del 4 de abril, era precisamente al revés, es decir que el 
sistema público se apoyara en el privado, ya que los socios y los usuarios de éste lo costean; pero no se puede tratar de reducir lo 
privado para apoyarse en lo público, teniendo en cuenta que el país está viviendo una situación económica difícil —por decirlo de 
alguna manera-, porque sería casi imposible brindar, como mínimo, la misma asistencia que actualmente. 


Lo cierto es que en los acuerdos del 4 de abril, el rol protagónico de esta Comisión debió tenerlo el Sindicato Médico del Uruguay, 
ya que en el equipo de salud ellos tienen la mayor responsabilidad, pero ello no fue así y ese papel lo tuvo el Ministerio de Salud 
Pública junto con la Federación Uruguaya de la Salud. Las instituciones permanecieron apáticas en esta Comisión, aunque 
firmaron el acta, y el Sindicato Médico del Uruguay no aportó nada desde el punto de vista organizativo y programático. 


Al día de hoy, el esfuerzo del país de intentar atraer millones de dólares para, supuestamente, reorganizar el sistema de salud, se 
hizo bajo esa visión, o sea, no más dinero para lo mismo, sino que el mismo dinero rindiera más. En ese sentido, el Director 
General de la Salud ha planteado varias propuestas en este organismo a fin de potenciar la medicina privada y no la curativa. Aquí 
volvemos a hacer hincapié en cuanto a que las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva no están haciendo los deberes lo mejor 
posible, aunque cuatro de las que hay en Montevideo han presentado proyectos para entrar en el plan de fortalecimiento. Sin 
embargo, no lo han hecho con estas características para tratar de cambiar el sistema de salud y para que resulte más beneficioso 


para los ciudadanos de este país y, a su vez, para tratar de proteger a los trabajadores médicos y no médicos en lo que refiere al 
desempleo. 


En lo que respecta al último Convenio Salarial, como bien decía mi compañero, hemos sido pacientes durante dos meses, 
esperando un decreto del Poder Ejecutivo. Aclaro que no se trata de que nos gusten los decretos, ya que apostamos a los 
Convenios Colectivos porque somos una de las ramas en nuestra actividad que los ha logrado, aunque no siempre hemos llegado 
al mejor de los acuerdos. Sin embargo, siempre intentamos realizar aportes que nos lleven a una solución. 


A nuestro juicio, el Poder Ejecutivo cometió el error de otorgar el 1* de julio el aumento de la cuota mutual, que debemos pagar 
todos nosotros, los ciudadanos socios. Queremos aclarar que desde hace dos décadas existe la misma paramétrica, en la que hay 
determinado porcentaje para cada rubro. En ese sentido, se destinó un 0,66% para los trabajadores, y las instituciones se 
aprovecharon de ese acto de buena fe del Poder Ejecutivo para apropiarse de ese dinero, ya que el decreto se realizó antes del 
acuerdo salarial. Hay que aclarar que algunas de ellas han dado el aumento, por entender válido el planteo realizado por los 
trabajadores y de acuerdo con el objetivo del Poder Ejecutivo. 


No hay que olvidar que en el último ajuste habíamos tenido ocho meses sin obtener aumento por no poder llegar a un acuerdo. 
Entonces, para evitar una pérdida salarial en esos dos meses, el Poder Ejecutivo —que ya había anunciado que no iba a otorgar 
más de un 90 % del IPC como pauta- otorgó el aumento de la cuota, apostando a la realización de un Convenio Colectivo. Tal 
Convenio no se llevó a cabo y, en consecuencia, es preciso tomar otra decisión. 


Consideramos que a esta altura va a ser un poco difícil el hecho de que el Poder Ejecutivo dicte un decreto, aunque pensamos que 
eso no es imposible. A nuestro entender, el Poder Ejecutivo debería exigir a las instituciones la devolución a los usuarios del dinero 
que se han apropiado. Con esta propuesta tampoco se podrá hacer un seguimiento respecto de dónde fue a parar ese dinero que 
nos corresponde a los trabajadores no médicos y a los socios, que somos quienes lo estamos pagando. 


En lo que tiene que ver con los acuerdos de la Multisectorial quiero recordar el cierre de dos instituciones. En el caso de MIDU se 
llamó a licitación y con acuerdo de sus socios y de los Convenios Colectivos se creó una fórmula para traspasar a los socios, que 
representaban una cartera cautiva, ya que el 80 % pertenecían a DISSE y a Convenios Colectivos, razón por la cual se pudo 
cumplir con el segundo punto del documento de la Multisectorial, un poco mejorado. En lo que refiere a COMAEC, hay que recordar 
que esa institución era una deformación de Empleados Civiles y que muchos de sus socios tienen más de cien años y fueron sus 
fundadores. 


Esto fue posible porque los socios creyeron en los acuerdos llevados a cabo por la Multisectorial; incluso, sabemos que muchos 
preguntaban adónde iban a destinar a los trabajadores médicos y no médicos, a lo que se les respondió con una lista de posibles 
instituciones de destino. Los socios confiaron, repito, en ese acuerdo, y en base a ello eligieron nueva mutualista. En realidad, este 
proceso ya debió haber terminado el 30 de setiembre y, sin embargo, sólo dos de las catorce instituciones que se presentaron para 
absorber socios de COMAEC empezaron a incorporar trabajadores. En el resto de las instituciones -sobre todo las pertenecientes a 
la Unión Mutual del Uruguay-, la situación está un poco lenta y desde hace tres o cuatro meses los socios vienen aportando su 
cuota, lo que les da el derecho de atenderse con su médico y su trabajador no médico. A su vez, a nosotros nos da el derecho de 
asegurarnos un puesto de trabajo, con lo cual estamos ayudando a no aumentar la desocupación. 


Para nosotros esto es un llamado de alerta, ya que los acuerdos son para cumplirlos y respetarlos, nos guste o no. Se supone que 
el Poder Ejecutivo es uno solo y fue el que firmó el acuerdo a través de los Ministerios de Salud Pública y de Trabajo y Seguridad 
Social. En realidad, hemos estado remando solos en cuanto a cumplir un acuerdo macro que implicó a muchas partes. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto a este último tema del decreto, quiero saber si es para alguna zona en particular o si abarca a 
todo el país. Pregunto esto porque para cuando leamos el borrador del decreto en su totalidad, queremos tener esta información. 


SEÑOR BERMUDEZ.- La pregunta del señor Senador Michelini es de suma importancia porque una de las posiciones más duras 
en cuanto a no acordar la realización de un Convenio Colectivo es por parte de la Federación Médica del Interior. Esta Federación 
en su línea argumental plantea el logro de condiciones laborales distintas para los trabajadores del interior del país. El laudo del 
Grupo N* 40 de Asistencia Médica Colectiva determina condiciones laborales iguales para los trabajadores de todo el país. Por su 
parte, este Grupo establece un Convenio de Salarios y condiciones laborales iguales para los trabajadores de todo el país. Por lo 
tanto, el decreto que estamos proponiendo pretende abarcar al país en su totalidad. Quiero aclarar que la situación que se ha 
producido es en función de la negativa de FEMI frente al Convenio Colectivo, a raíz del planteo que se le hizo a la FUS para 
acordar flexibilidad en las condiciones laborales o la creación de nuevas condiciones laborales. Esto, en su momento, lo 
rechazamos, pero en cambio propusimos la creación de una Comisión para que estudiara la posibilidad de esa u otras medidas 
tendientes a lograr una mejora en la situación del sector. 


SEÑORA VARELA.- La Federación Médica del Interior tiene una visión un poco particular de lo que es el usuario y las 
enfermedades que los afectan. Para ilustrar esto podríamos poner el ejemplo de un Diputado que por ser electo por un 
departamento del interior ganara menos o tuviera una carga horaria diferente que el que representa a Montevideo. Quiero aclarar 
que el trabajador de la salud atiende las mismas enfermedades y se desempeña de igual manera, ya sea en Bella Unión, en 
Montevideo o en Maldonado. En definitiva, se trata de una rama de actividad en la que la cuestión geográfica o climática no influye 
para nada en lo que tiene que ver con el desempeño del trabajador y con las prestaciones que deben brindar las instituciones. 
Reitero que no importa si el ciudadano o el usuario vive en el Montevideo o en Artigas, ya que si fuese así, la Federación Médica 
del Interior debería tener cuotas más baratas que las de Montevideo. 


SEÑOR BERMUDEZ.- En esta situación tan compleja del ámbito laboral, sin duda, esta Comisión tiene muchos temas para tratar. 
Lamentablemente el panorama laboral es muy conflictivo, pero quiero aclarar que nosotros no vinimos aquí a reivindicar un 
conflicto exclusivamente de índole salarial. Esta Comisión sabe —pero es bueno volver a señalarlo- que en el conflicto de la salud 
privada se mezclan una serie de elementos. Los planteos que ha hecho este gremio, lejos de ser corporativos, muestran la 
situación de fondo del sector de la salud privada, que atiende a 1:500.000 personas. 


Nosotros apostamos en forma muy fuerte a la Comisión Multisectorial e, incluso, dejamos la discusión salarial de lado por seis 
meses para buscar los acuerdos. 


Tenemos que señalar que hay un relacionamiento muy difícil con el actual Ministro de Salud Pública, a quien consideramos uno de 
los grandes responsables de esta situación. Los acuerdos no avanzan porque el actual Ministro tiene una actitud totalmente distinta 
a la del anterior. Incluso, muchas veces, cuando vamos a discutir en el Ministerio, no sabemos con quién hacerlo, porque lo que se 
habla con un jerarca no es lo mismo que lo que se habla con otro. Concretamente, cuando hablamos con el Subsecretario de Salud 
Pública, a veces lo hacemos en términos distintos que con el Ministro, y eso lo tenemos que decir con total franqueza en esta 
Comisión. 


En segundo lugar, esa intención de proyecto de ley es rechazada por todas las partes. En el día de ayer se realizó una reunión 
citada por el Director representante de los trabajadores en el Banco de Previsión Social a la cual concurrimos todas las partes 
integrantes del sector privado —los trabajadores y los empleadores- y coincidimos en rechazar este documento. Incluso hay un 
proyecto de redacción de declaración pública que está a estudio de las Cámaras Empresariales para rechazar públicamente este 
proyecto de ley. 


Por otra parte, si se aplica el IVA al sector de la salud, automáticamente la cuota aumentará un 10%. Si eso sucede, la corrida de 
socios, que ya fue de 85.000 personas en todo el país, va a ser mayor. Además, la situación del interior del país es mucho peor que 
la de Montevideo y podemos decir que vamos a duplicar la cifra de desafiliaciones. 


En tal sentido me parece que este Poder Ejecutivo es muy contradictorio, ya que por un lado plantea esta discusión de la Comisión 
Multisectorial que no avanza, y por otro eriza el camino de dificultades, porque este proyecto de ley va a impedir el acceso a la 
salud a una cantidad de uruguayos, y quiebra la idea de la solidaridad de la persona sana hacia el enfermo. 


Además, queremos informarle a esta Comisión que en el día de hoy se está realizando el lanzamiento de un seguro de salud 
multinacional argentino, que incluso se intentó difundir como un proyecto de interés nacional y sobre el que se dijo iba a contar con 
la aprobación de la Presidencia de la República, aunque los propios empresarios del sector mutual nos han dicho que no es así. 
Pero si no se resuelve la crisis del sector de la salud privada, lo que está en cuestión es un tema de fondo: la propia supervivencia 
del mutualismo como concepción, como creación propia del Uruguay y parte de las más ricas tradiciones en materia sanitaria. Eso 
es lo que nosotros lamentablemente visualizamos. El sector mutual va a dejar de existir, no por la existencia de un terremoto, sino 
como producto de las ineficiencias e ineficacias. 


Las actitudes omisas de los distintos gobiernos en todos estos años, la no aplicación de soluciones concretas y la multiplicación de 
dificultades por actitudes contradictorias del Poder Ejecutivo, van a hacer que poco a poco el sistema termine destruyéndose por no 
poder superar estas graves crisis que cada día lo afectan en forma más continua. Eso es lo que nosotros queremos señalar a esta 
Comisión y constituye el fondo de nuestros planteos. 


Agradecemos a los señores Senadores por haber abusado de su tiempo y estamos a la orden ante cualquier otro planteamiento 
que surja con respecto a este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar por terminada la sesión, la Mesa quiere dejar constancia de que se reserva su opinión 
respecto de muchas de las manifestaciones que aquí se han formulado. Naturalmente, las volcará en el momento en que la 
Comisión delibere sobre este punto en particular. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 19 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


